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          La Plata, 1 de Diciembre de 2020.- 
VISTO, el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, lo establecido en la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires N° 13.834 y sus modificatorias, y 
CONSIDERANDO
Que a raíz de las tareas llevadas a cabo por el Area de Inquilinos de esta Defensoría del Pueblo, se han detectado diversas problemáticas, particularmente respecto de aquellas personas que se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad, por no contar con recursos económicos suficientes para acceder al alquiler de una vivienda digna, resultando los gastos de acceso demasiado onerosos para sus ingresos mensuales.
Que el derecho de dicho grupo de individuos se encuentra amparado por el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, toda vez que la carta magna garantiza el acceso a una vivienda digna.
Que, asimismo, rige en la Provincia de Buenos Aires la Ley N° 14.449, cuyo objeto es garantizar el acceso justo al hábitat y a la vivienda, además de promover el derecho a la vivienda y a un hábitat digno y sustentable, facilitando la gestión de proyectos habitacionales, urbanizaciones sociales, y atendiendo integralmente la diversidad de demanda habitacional, dando prioridad a las personas con pobreza crítica, sin recursos suficientes y necesidades especiales. 
Que, por otro lado, a partir de datos oficiales elaborados por el INDEC, es dable advertir que actualmente, la Canasta Básica Total (CBT) para un adulto promedio, está valorada en $14.408 mensuales, definiendo con este indicador la Línea de Pobreza.
Que en este sentido, tomado dichos datos, un hogar compuesto por tres integrantes -dos padres y un hijo adolescente-, se necesitarían $35.444 mensuales para no ser pobre; y en esa misma línea un hogar que cuenta con cuatro integrantes compuesto por un varón de 35 años, una mujer de 31 años, un hijo de 6 años y una hija de 8 años, necesitaría un ingreso de alrededor de $44.521.- mensuales para no caer por debajo la Línea de Pobreza.
Que a su vez, otro indicador de vulnerabilidad esta dado por aquella población que percibe el salario mínimo vital y móvil, que actualmente se encuentra en la suma de $ 20.588.-, por lo que una familia con dos salarios mínimos vitales y móviles alcanzan un ingreso de $41.176, es decir por debajo de la línea de la pobreza en muchos casos.
Que, tomando en consideración la relevancia de estos datos oficiales, resultan evidentes las dificultades que implica acceder al alquiler de una vivienda digna y al mismo tiempo solventar aquellos gastos que aseguren la alimentación, educación, vestuario, transporte, y servicios de la familia a fin de tener una vida digna; cabe pensar asimismo, que aún más dificultoso se torna para aquella población que tiene como único o principal ingreso algún beneficio social por parte del Estado, tales como los beneficiarios de pensiones no contributivas, asignaciones universales, etc.
Que, en esa inteligencia, debe brindarse especial protección de este sector de la población que se encuentra en situación de mayor vulnerabilidad, conforme su condición social y económica, contribuyendo para que todos aquellos que pretendan locar un inmueble con finalidad de vivienda familiar permanente, puedan superar los obstáculos económicos para acceder al mismo. 
Que para poder acceder al alquiler de un inmueble, deben abonarse una serie de conceptos iniciales tales como honorarios profesionales del martillero interviniente, deposito en garantía, alquiler del primer mes por adelantado, impuesto de sellos, de corresponder, así como gastos administrativos que se encuentran fundamentalmente compuestos por informes de garantías ante al Registro de la Propiedad Inmueble y certificaciones de firma por ante escribano público. 
Que a fin de brindar herramientas complementarias a las ya existentes, que faciliten el acceso a la vivienda de estos grupos vulnerables, resulta propicio requerir la toma de medidas por parte del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires, tendientes a reducir los costos en la certificación de las firmas por parte de los notarios, en aquellos contratos de locación de inmuebles con fines de vivienda única y permanente. 
Que el artículo 55 de la Constitución Provincial, establece que “el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes…”, correspondiendo, en consecuencia, de conformidad con las atribuciones conferidas por el artículo 27 de la Ley 13.834 y sus modificatorias, emitir el presente acto administrativo.
Por ello,
                                                        EL DEFENSOR DEL PUEBLO
                                                DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
                                                                   RESUELVE
ARTÍCULO 1°: RECOMENDAR al Sr. Presidente del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires que, en el marco de sus competencias, se sirva arbitrar los medios necesarios para establecer aranceles u honorarios diferenciados y accesibles al momento de certificar las firmas de los contratos de locación de inmuebles con fines de vivienda, única y permanente, cuando los requirentes sean locadores pertenecientes a grupos socio económicos vulnerables.
ARTÍCULO 2º: Registrar. Notificar. Cumplido, archivar.
RESOLUCION N° 11/20.-
